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Nos es grato presentar Ia edición Número 26 de Ia Revista de1 
Instituto Interamericano d e  Derechos Humanos. El primer número d e  
nuestra publicación correspondió a1 semestre Enero-Junio de1 ano 1985 
y desde entonces se ha venido publicando dos veces por ano en forma 
ininterrumpida. 

E1 número 26 corresponde al período Julio-Enero de  1997 y está 
dedicado principalmente a temas inherentes a 10s derechos de  10s pue- 
blos indígenas. María Magdalcna Gómez iüvera, con su artículo titulado 
"E1 derecho indígena frente al espcjo d e  América Latina", nos presenta u n  
recuento d e  Ia juridicidad de1 derecho indígena e n  e1 marco de  10s esta- 
dos nacionalcs de  América Latina. Rodolfo Stavenhagen, Vice Presidente 
de1 Consejo Directivo de1 IlDH, contribuyc con e1 artículo "Los derechos 
indígenas e n  cl sistema intcrn;icional: un sujeto en construcción", en  el 
cu;d rcflcxiona sobre Ia búsclueda de  una nueva relación entre 10s pue- 
hlos indios y el estado n;icional. En esa búsqueda se involucran organi- 
znciones indígenas, agrupaciones polític;~~, asociaciones profcsionales y 
académicas, así como sectores de1 indigenismo, a través de  Ia teoría y Ia 
prktica d e  los estados cn  relación con Ias poblaciones indígenas de1 con- 
eincnte. 

Ilcmos incluiclo iin Memori;ll relativo a1 derccho de  particip;iciOn 
polític;i de 10s piieblos indígenas. cluc tlcc1ar:ira una sentencia líder dic- 
t:itla por 1:i Corte Suprema d e  Justicia cn  Pleno cle Venczuela (órgano d e  
1;t luriscliccion constitucional). cn Ia cual se declarõ parcialnicnte con 
lugar Ia acci6n d e  inconstiriicionalidn<l plantcad:i por miembros y autori- 
d;ides clc los pueblos indígenas de1 Est;ido Am:izonas. (Yinomamí. I'iaroa. 
Pi:~poco. Uarí., Jivi. Ye 'Kuan;i, Yihar:in:i. Smeriia). organizacioncs indige- 



nas, (Organización Regional de  10s I>ueblos Indígenas de1 Amazonas 
-0RPiA-; Unión Guahiba Venezolana; y Unión Maquitarc de1 Alto 
Ventuari) v miembros de1 Vicai-iato Apostólico de Puerto Ayacucho. contra 
Ia "Ley d e  Ilivisión I>olítico-Territoria1 de1 Estado Amazonas". 

Ademas de  10s artículos sobre derechos d e  10s pucblos indígenas, 
rcndimos en este número nuestro homenaje a Ias cinco décadas trans- 
curridas desde Ia adopción de  Ia Declaración Universal de Derechos 
Humanos. Antonio A. Cançado Trindade, cx Director Ejecutivo de1 IIDH y 
actualmente miembro de1 Consejo Directivo, reflexiona sobre e1 legado 
a Ia humanidaci de  este instrumento y sobre e1 futuro d e  Ia protección 
internacional de  derechos humanos. en  un artículo con e1 usual rigor 
académico que lo distingue. 

Hace casi trecc anos que editamos Ia Revista IlDH, como se le conoce 
cn  e1 ámbito d e  académicos y lectores, y Ia o c a s i h  nos resulta grata para 
reconoccr a Ias instituciones que han apoyado a Ia publicación durante 
este largo período, así como a los distinguidos colaboradores d e  su 
Capítulo d e  Doctrina. 

Asimismo, agradecemos a 10s órganos d e  supervisión internacional d e  
los derechos humanos, por e1 envío d e  10s contcnidos específicos que e n  
cada número acompaiian a Ia Revista. 

Juan E. Méndez 
DIHECI'OH EJECUIIVO DEL IIDH 
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EL DERECHO INDÍGENA FRENTE AI, 
ESPEJO DE AMÉRICA LATINA 

Maria Magdalena GÓMEZ RIKERA1 

Me propongo presentar un recuento de1 proceso de juridicidad de1 
derecho indígena en e1 marco de 10s Estados nacionales en América 
Latina. Para e110 me referiré tanto a1 derecho ya formalizado a nivel 
nacional e internacional como a ias propuestas en curso, en especial Ia 
relativa a1 Proyecto de Declaración Americana sobre Derechos de 10s 
Pueblos Indígenas que está procesando Ia OEA desde 1989. Me apoyaré 
asimismo en e1 análisis de Ias principales objeciones desde Ia lógica de1 
Estado y en e1 perfil y concepción de sus políticas hacia 10s pueblos 
indígenas. Por último, y en e1 ánimo de considerar que e1 Estado de 
Derecho incluye no só10 Ia emisión de nuevas normas constitucionales 
sino una aplicación congmente con su espíritu, presentaré varios 
ejemplos referidos a1 tema de Ia jurisdicción indígena, que muestran e1 
riesgo de abordar 10s nuevos derechos con Ia lógica jurídica monocultural 
en países que ya Ia reconocen como Bolivia y Colombia y, en 10s que no 
10 han hecho como es e1 caso de Ecuador y México. 

E1 derecho internacional como motor de1 derecho 
indígena: e1 espacio de la ONU 
Hoy en día encontramos diversos procesos políticos bajo e1 liderazgo 
indígena y con una cada vez más creciente alianza con otros sectores de 
Ia sociedad, algunos pretenden ampliar 10s marcos normativos 
constitucionales, otros alcanzan Ia ratificación de1 Convenio 169 de Ia OIT 
o bien avanzar en su reglamentación a través de legislaciones secundarias. 

En este inventario destaca e1 esfuerzo por alcanzar un nuevo instrumento 
jurídico en e1 ámbito de Ia Organización de Ias Naciones Unidas que si 

1. Miembro de Ia Academia Mexicana de Derechos Humanos. Trabajo elaborado bajo e1 
auspicio de1 Fondo para e1 D e s m i i o  de 10s Pueblos Indígenas en América iatina y e1 
Caribe, presentado en e1 Coloquio "Pueblos Indígenas y Estado rn America iatina", 
Quito, Ecuador, Julio 10-1997 (en prensa). Con actualización de datos a Ia fecha. 
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bien con e1 carácter de una Declaración se constituya en e1 gran paraguas 
doctrinario y jurídico para sustentar su respeto y aplicación. Este proyecto 
resultó de1 esfuerzo de 12 anos de reuniones de1 grupo de trabajo que 
creara en 1982 Ia ON1J. espacio singular que con e1 apoyo de un Fondo 
de Contribuciones Voluntarias pudo financiar a líderes indígenas de 
diversas partes de1 mundo, quienes elaboraron e1 borrador de Ia 
Declaración Universal de Derechos de 10s Pueblos Indígenas. Si bien e1 
grupo contó siempre con Ia participación de asesores de Ia ONU o de 
representantes gubernamentales, puede decirse que Ia hegemonía de1 
grupo ha sido indígena. Cuando en agosto de 1994 se aprobó como 
borrador e1 documento creado en este espacio, Ia primera providencia de 
Ia Comisión de Derechos Humanos fue suprimir de su título e1 carácter 
de "universal" y establecer un grupo de trabajo abierto y permanentezcon 
e1 único propósito de elaborar un proyecto de declaración "tomando en 
consideración" e1 proyecto titulado "Declaración sobre 10s Derechos de 
10s Pueblos Indígenas de Ias Naciones Unidas".' 

E1 mencionado proyecto base contiene en efecto Ias reivindicaciones de 
10s pueblos indígenas, pese a que se habla de que son aspiraciones 
mínimas lo cierto es que poco a poco Ia dinámica política les otorga e1 
carácter de máximas. En 45 artículos expresa una concepción filosófica y 
jurídica cuya columna vertebral es e1 reconocimiento de1 carácter de 
pueblos, sin limitaciones' su derecho a Ia libre determinación (art. 30) y 
como expresión de ésta a Ia autonomía o e1 autogobierno "en cuestiones 
relacionadas con sus asuntos internos y locales, en particular Ia cultura, 
Ia religión, Ia educación, Ia información, 10s medios de comunicación, Ia 
salud, Ia vivienda, e1 empleo, e1 bienestar social, Ias actividades 
económicas, Ia gestión de tierras y recursos, e1 medio ambiente y e1 
ingreso de personas que no son miembros, así como 10s medios de 
financiar estas funciones autónomas" (art. 31). E1 articulado gira en torno 
a cada uno de estos elementos. Actualmente se han realizado reuniones 
de1 grupo de trabajo y Ia impresión que dejan es de un proceso de 
polarización entre 10s representantes indígenas y 10s gubernamentaies 
quienes tienen un papel cada vez más activo. Los primeros sostienen que 
se debe respetar e1 proyecto original, 10s segundos pretenden introducir 
cambios en sus conceptos fundamentaies, e1 sujeto de derecho, e1 

2. Por medio de Ia resolución 1995/32 de1 3 de mamo de 1995. 
3. Contenido en Ia resolución 1994/45 de1 26 de agosto de 1994 de Ia Subcomisión sobre 

Ia prevención de Ia Discriminación y Ia Protección de Ias Minorias. Esta resolución fue 
aprobada por el Consejo Económico y Social en su resolución 1995132 de1 25 de julio de 
1995. 

4. De1 tipo de Ias contenidas ai concepto en el Convenio 169 que setiaia 'Ia utilización de1 
término pueblos no deberá entenderse en el sentido que se otorga a ese término en el 
derecho intemacionai". 
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carácter colectivo de 10s derechos, e1 territorio. Ia libre determinación y Ia 
autonomía. 

Es incierto e1 destino de1 proyecto que comentamos, "Ia voluntad 
política" de 10s gobicrnos tiende a coincidir más con e1 perfil de1 histórico 
y paternalista Convenio 107 de Ia OIT que data de 1957 y fue sustituido 
por Ia nueva concepción de1 169. Muestra de e110 es e1 hecho de que e1 
18 de abril de1 presente ano concluyó Ia reunión de Ia Comisión de 
Derechos Humanos de Ia ONU sin que abordara, como estaba previsto, e1 
asunto relativo a1 proyecto de Declaración sobre Derechos de 10s Pueblos 
Indígenas, "só10 recibió sucintas declaraciones gubernamentales de que 
se analiza, estudia y compara con Ias provisiones inscritas en Ias legislacio- 
nes nacionales" por si faltara claridad e1 funcionario de dicha Comisión 
de apellido Zacklin abundó: "Ia Comisión hace 10 que puede pues Ias 
decisiones parten de 10s países miembros y no de 10s funcionarios de Ia 
ONU, 10s cuales siguen mostrando enorme interés respecto de 10s 
asuntos indígenas, pero buscan Ia manera precisa que Ia citada 
declaración pueda ser armonizada con Ias constituciones nacionales y sus 
reglamentaciones propias. Sin un mandato específico Ia Comisión no 
puede hacer más".5 Esta es Ia realidad política, ésta Ia política de 10s 
Estados para continuar Ia Iínea histórica de negar Ia realidad. 

E1 Derecho Indígena en e1 orden constitucional 
latinoamericano 
Las inserciones de normas relativas a Derecho Indígena en e1 orden 
constitucional latinoamericano, expresan avances en e1 terreno de Ias 
reivindicaciones de 10s pueblos indígenas pero su ejercicio se ve limitado 
precisamente porque están inmersas en un orden jurídico que obedece a 
Ia lógica de Ia homogeneidad cultural. Basta observar que Ia reglamenta- 
ción de preceptos constitucionales en esta materia es muy escasa, pese a 
que en algunos países como Bolivia y Colombia se ha manifestado 
voluntad política para realizarlos. 

E1 proceso de juridicidad de Ias demandas de 10s Pueblos Indígenas, en 
sus expresiones más avanzadas, se refleja en Ias Constituciones de 
Nicaragua (1986), Brasil (1988), Colombia (1991), Paraguay (1992) y 
Bolivia (1994). En menor rango y profundidad se ubican Ias reformas a las 
Cartas Fundamentales de Costa Rica (1973, Guatemala (1985), México 
(1992), Panamá (1972 revisada en 1983), PerÚ (1993), Argentina (1994) y 
en e1 caso de Chile que emitió una ley sin reforma constitucional (1993). 

E1 primer bloque mencionado empezó a reconocer derechos originarios 
ligados a Ias tierras, como un paso necesario para garantizar Ia 

5. La Jornada, 19 de abd de 1997, K y n  Núiiez, Ginebra. 
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reproducción física y cultural, en un concepto más amplio que e1 de 
tenencia de Ia tierra, estableciendo en e1 caso de Brasil e1 acceso al uso y 
disfrute de recursos naturales tratándose de ríos y lagos, sefialando que 
en e1 caso de recursos energéticos o minerales, su exploración o 
explotación en tierras indígenas requieren Ia aprobación de1 Congreso de 
Ia Unión e1 cual escuchará a 10s pueblos afectados. Tanto Colombia como 
Bolivia incorporaron de manera directa e1 concepto de pueblo indígena, 
territorio y formas especiales de jurisdicción, abriendo en e1 caso de 
Colombia e1 espacio para Ia representación política indígena en e1 
Senado. 

Respecto a1 segundo bloque de países mencionados, sus normas constitu- 
cionales relativas a pueblos indígenas tienden a enfatizar e1 reconocimien- 
to a Ia naturaleza pluricultural de sus naciones y a ofrecer garantías para 
ejercer y fortalecer su identidad. E1 conjunto de eilas, salvo México hacen 
expresa alusión a1 carácter inembargable e inalienable de Ias tierras 
indígenas. 

E1 Convenio 169 y su inserción jurídica en 
América Latina 
En 1989 se aprobó e1 Convenio 169 de la Organización Internacional de1 
Trabajo, dentro de Ias posibilidades que ofrece este Convenio encontra- 
mos que su ratificación produce efectos jurídicos inmediatos para e1 
orden interno en casi todo e1 sistema constitucional latinoamericano. Esta 
implicación en términos de1 proceso de juridicidad significa un avance 
porque en este instrumento se asumen conceptos básicos relativos al 
ámbito de 10s derechos colectivos frente a Ia hegemonía de 10s derechos 
individuales, de esta naturaleza es e1 sujeto de derecho, e1 pueblo 
indígena se define en atención a su origen histórico y a Ia persistencia de 
todas o parte de sus instituciones sociales, económicas, culturales y 
políticas, destacando en este concepto e1 principio básico de Ia 
autoidentificación. Asimismo, establece que e1 concepto de tierras debe 
comprender a1 de territorio entendido como e1 hábitat. Sus limitaciones 
están dadas por Ia naturaleza misma de un convenio que siendo 
internacional debe perfilar criterios tan generales que permitan su 
adaptación a las diversas situaciones de 10s países integrantes de Ia OIT. 

Ha sido ratificado, en ese orden, por Noruega (1990), México (1990), 
Colombia (1991), Bolivia (l99l), Costa Rica (1993), Paraguay (1993), 
Pení (1994), Honduras (1995), Dinamarca (1996), Guatemala (1996), 
Holanda (1998), Fiji (1998) y Ecuador (1998). Argentina 10 ratificó en e1 
Congreso por 10 que se considera ley nacional pero no 10 ha depositado 
en ia OIT. En esa misma situación está Austria. 
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Actualmente está en proceso en Brasil, Chile, Ni~aragua,~ procesos por 10 
demás conflictivos. Brasil, no obstante contar con una reforma 
constitucional avanzada, e1 movimiento indígena ha enfrentado intentos 
gubernamentales por revisar dichas reformas o expedir legislación que Ias 
anule y contradiga, situación que no es propicia a1 Convenio.' Nicaragua, 
cuyo proceso de fortalecimiento de regiones autónomas ha sufrido Ia 
suerte de1 proyecto nacional y ha sido muy poco proclive a 10s esfuerzos 
por Ia ratificación, además de que en su momento e1 liderazgo de Ias 
regiones autónomas cuando aún estaba e1 sandinismo en e1 gobierno se 
mostró indiferente a1 Convenio y proclive a1 proceso de Ia ONU en óptica 
de exclusión frente a1 instrumento de la OIT y, en e1 caso de Chile, 
encontramos que se optó por expedir una ley especial indígena en 1993, 
sin modificar Ia Constitución pese a existir recomendaciones por Ia 
ratificación no se ven signos inmediatos en ese sentido. Recientemente se 
realizó una evaluación sobre 10s resultados de Ia aplicación de Ia ley a tres 
anos de su expedición, encontrando que su principal expresión ha sido 
Ia creación de un organismo denominado Comisión Nacional de  
Desarrollo Indígena con ciertos avances sobre todo en e1 proyecto 
relativo a1 Fondo de tierras y aguas pero con serias limitaciones para 
avanzar a otros espacios relativos a derecho indígena por entrar en 
contradicción con otras leyes, por ello, se está empezando a anotar Ia 
necesidad de reforma constitucional y de ratificar e1 convenio. Algún 
sector de1 movimiento indígena senala que se ha desgastado atendiendo 
Ia dinámica de un organismo indigenista y se han separado 
paulatinamente de Ias comunidades." 

En cuanto a Ia aplicación de1 Convenio 169 ha sido muy errática y 
enfrenta resistencias en e1 caso de 10s países que 10 han ratificado frente 
a1 creciente proccso de apropiación política por parte de1 movimiento 
indígena que demanda su concreción. Un indicador de estas diversas 
posiciones 10 cncontramos en Ia trayectoria de ratificación a1 Convenio 
169 de Ia OIT: 

Fuera de Ainkrica latina Ia primcra ratificación que rrcibió fue Ia de Noruega y se está 
discutiendo en Dinainarca, Filipinas, Finlandia y Rusia. 
Como ejt-mplos de esta tentlencia encontramos 10s proyectos tlt- Iey 4.420194 y 4.906195 
que disponen, respectivamente. Ia interfemncia de Ia Secretaria de Asuntos estrati.gicos 
en Ia demarcación de tierras indígenas en caso de que estas se localizaran en Ia franja 
fronteriza y Ia que determina la intervención de 10s gobiernos de 10s estados donde se 
localicen Ias tierras y tlel conseio de defensa nacional en el caso de que se ubiquen en Ia 
frontera. en coinplcinento e1 ejecutivo envió ai  congreso una petición de que se 
homologue e1 procedimiento de demarcación, 10 que puede provocar Ia revisión de 10s 
procesos de tlcinarcación tle tierras ya realizados. El inoviiniento indígena y 10s 
organismos no gubernamentales de defensa hasta ahora han logrado enfrentar los 
efectos de estas y o t n s  ineditlas mctliante movilizaciones y acciones jurídicas. todo ello 
ha motivado que no se avance en Ia demarcación por estar defendiendo lo alcanzado. 
Revista Pueblos Indígenas. Ano 11. núm. 5. octubre de 1996. 
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1. México fue e1 primero de América Latina que 10 ratificó9 cuando aún no 
se reformaba su Constitución para incluir Ia pluriculturalidad motiva- 
do tanto por un afán coyuntucai de recuperar terreno e imagen frente 
al inminente "quinto centenario" como por e1 propósito de preparar 
Ias condiciones ante e1 Congreso de Ia Unión para que aprobara Ia 
iniciativa de reforma constitucional que se venía discutiendo desde un 
ano antes y que e1 Ejecutivo envió e1 7 de diciembre de 1990. Así, sin 
consultas a 10s interesados e1 Senado de Ia República dictaminó que "e1 
presente Convenio no contiene disposición alguna que conuavenga 
nuestro orden constitucional ni vulnere Ia soberanía nacional". 

No obstante que en e1 país se conoció e1 Convenio después de haber 
sido ratificado, e1 Consejo de Pueblos Nahuas de1 Alto Balsas enfrentó 
10s intentos de construir una hidroeléctrica bajo esta normatividad 
acompanada de intensas movilizaciones y Ia mesa de Derecho y 
Cultura Indígena en e1 diálogo de1 Gobierno Federal con e1 Ejército 
Zapatista enmarcó sus propuestas en 10s principales conceptos 
jurídicos de1 referido Convenio. Falta mucho por alcanzar para su 
pleno cumplimiento, hasta ahora e1 Gobierno Federal ha fijado Ia 
posición de informar a Ia OIT a partir de 10s programas gubernamen- 
tales sin profundizar e1 marco constitucional y legal y sin establecer 
reales mecanismos de consulta y participación, incluso, en e1 futuro 
inmediato tendrá que enfrentar Ia presión de Ia Conferencia de Ia OIT 
ante Ia nula respuesta a Ia observación que se le hiciera en 1995 sobre 
Ia situación de 10s trabajadores indígenas en Chiapas. 

2. Colombia, en e1 contexto de1 auge de Ia promulgación de una nueva 
Constitución en 1991, con un capítulo indígena muy avanzado, se 
aprestó a ratificado sin mayor discusión. 

3. Guatemala, cuando aún se veían muchos problemas en Ias pláticas 
hacia Ia paz, realizó, con e1 auspicio de Ia OIT, uno de 10s procesos de 
consulta más consistentes en e1 área, primero en Ia historia de ese país, 
que derivó incluso en a1 creación de una instancia representativa 
indígena encargada de promover Ia ratificación de1 Convenio. La 
mayoritaria adhesión indígena no fue suficiente y se dejó en e1 camino 
de1 Congreso Ia ratificación definitiva pues sectores de interés, en 
especial 10s agrupados en e1 Comité de Asociaciones Agrícolas, 
Comerciales, Industriales y Financieras -CACIF- se opusieron termi- 
nantemente balo e1 pretexto de que e1 capítulo de tierras generaría una 
incontenible oleada de demandas por su recuperación y que no debia 
existir legislación especial para 10s pueblos indígenas ya que todos 10s 
guatemaltecos son iguales ante Ia ley. 

9. Dictamen de Ia Comisión de Relaciones Exteriores. segunda sección, de fecha 26 de 
junio de 1990, forinnlizada e1 3 de agosto de 1990 y registrada e1 4 de septiembre de 
1990 
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Finalmente, ya en e1 marco de Ia firma previa de 10s acuerdos sobre 
Identidad y Derechos de 10s Pueblos Indígenas'' e1 Congreso emitió 
uno de 10s textos más polémicos en esta materia e1 5 de mano de 
1996: 

Se aprueba e1 Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales. Dicha aprobación se 
hace bajo e1 entendido de que Ias disposiciones de Ia Constitución Política de Ia 
República prevalecen sobre dicho convenio, e1 cual no afecta derechos adquiridos ni 
[iene efectos retroactivos. (Decreto 9-96). 

Se redactó e1 dictamen en estos términos no obstante que e1 Convenio 
169 no está sujeto a ratificaciones parciales de su contenido y que su 
Constitución General establece en e1 art. 46 e1 principio general, en 
materia de derechos humanos, 10s tratados y convenciones aceptados 
y ratificados tienen preeminencia sobre e1 derecho interno. En e1 seno 
de Ia OIT se desarrolló una intensa polémica a1 respecto y finalmente 
aceptó e1 registro e1 13 de junio de 1996. Habrá que seguir con 
atención e1 proceso de concreción de 10s Acuerdos de Paz en 
Guatemala pues e1 relativo a pueblos indígenas se basó fundarnental- 
mente en e1 contenido de1 Convenio 169. 

4. Ecuador. uno de 10s países que cuenta con un movimiento indígena 
sólido, inserto cada vez más en una dinámica de lucha nacional por Ia 
democracia, no ha ratificado e1 Convenio 169 ni reformado a fondo su 
Constitución, de Ia de 1945 proviene Ia ambigua referencia a Ias 
lenguas indígenas. Fue hasta 1979 que mediante referéndum se 
concedió e1 voto a 10s analfabetos cuyos más altos índices están 
ubicados entre Ia población indígena. Actualmente Ia Asamblea 
Nacional Constituyente elaboró una nueva Constitución en Ia que e1 
movimiento indígena presentó propuestas que se ubican en e1 marco 
de1 Convenio No 169 y que han sido aprobadas en segundo y definitivo 
debate e1 viernes 24 de abril de 1998. 

En Ia importante movilización de 1990 conocida como e1 Levanta- 
miento Indígena, e1 movimiento indígena tenía tal fuema que, a1 
parecer, se considcró que era muy limitado negociar como una 
demanda a1 gobierno Ia ratificación de1 mencionado Convenio, por lo 
que no Ia asumió dentro de Ia agenda de Ia mesa de negociación con 
e1 Gobierno. Hoy en día con una inserción significativa en Ia 
problemática nacional, y con un perfil creciente de factor de poder, se 
logró que e1 Congreso aprobara por unanimidad su ratificación. A 
finales de mamo de 1997 en e1 contexto dc Ia caída de1 Presidente 
Bucaram e1 movimiento indígena logró que se suprima e1 Ministerio de 
Asuntos Étnicos y en su lugar se estableció e1 rondo Nacional para e1 

10. Suscrico e1 31 de mano de 1995 en Ia Ciudad de México por e1 Gobierno de Ia República 
de Guaceinala y Ia Unidad Revolucionaria Nacional C;uaceinalteca. con Ia inediación de Ia 
Organiznción de Ias Naciones Unidas 
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Desarrollo de 10s Pueblos Indígenas, dependiendo de1 Presidente de Ia 
República y en cuya secretaría se ubicó a Ia destacada lidereza indígena 
Dra. Nina Pacari. 

5. Países como Honduras decidieron inaugurar una Iínea por 10s 
derechos indígenas inscritas en 10s eshierzos por Ia transición 
democrática y ratificaron e1 Conuenio, previamente habían creado una 
fiscalía para asuntos indígenas. 

E1 camino hacia una Declaración Americana sobre 
Derecho de 10s Pueblos Indígenas 
E1 18 de nouiembre de 1989 Ia Asamblea General de Ia Organización de 
Estados Americanos adoptó Ia siguiente resolución: 

CONSIDEKANIX>: 

...Q ue Ia Comisión Interamericana de Derechos Humanos en su Infonne Anual se ha 
referido al proceso de codificación y desarrollo progresivo de1 derecho internacional de 
10s derechos humanos y ha propuesto diversas medidas con el fin de fortalecer e 
impulsar dicho proceso. y 

Que. asiinismo. Ia Comisión. con ocasión de Ia celebración, en el ano de 1992, de1 
Quinto Centenario de1 Encuentro de Dos Mundos, ha propuesto Ia adopción durante 
esc ano de un instmmento jurídico. relativo a los derechos humanos de Ias poblaciones 
indígenas. 

h.sus~vs: 

. . .13) Solicitar a h Comisibn Interamericana de Derechos Humanos Ia preparación de 
un instmmento jurídico con miras a que pueda ser adoptado en 1992 relativo a 10s 

derechos de Ias poblaciones indígenas." 

11. Luego ele consultas inforinales con representantes de Gobiernos, organizaciones indíge- 
nas y expertos, Ia Comisión aprobó en su 80" período de sesiones, el 1" de octubre de 
1991 una metodologia para Ia preparación de1 nuevo instmmento: 
a) La Secretaría de Ia Coinisión prepara un cuestionario para solicitar opinión sobre Ias 

áreas a Ias que debería referirse el futuro instmmento legal. sobre Ia legislación y 
práctica actual en cada país respecto a esas áreas y sobre los derechos y garantías que 
el instmmento jurídico dcbería contemplar rrspecto a dichas áreas. 

b) Lu Secretaría somcteria a afiobación e1 cuestionario en e1 81" período de sesiones de 
Ia CIDH a walizarse en kbrero de 1992. 

c) Se enviaria e1 cuestionario a gobiernos y organismos en febrero de 1992, solicitando 
a los gobiernos organicen una consulta amplia en su pais, 

d) La CIDH resumiria Ias respuestas y conclusiones de Ia consulta para presentarlas en e1 
83" período clr sesiones ele Ia CIDH a realizarse en febrero de 1993. 

e) Una vez aprobado el resumen de propuestas de Ia Secretaria de Ia CIDH prepararía un 
bvrrador ele instrumento ~uríclico para ser discuticlo y aprobaclo en e1 84" período de 
septiembre ele 1993 

f) El borraclor de instrumento se enviaria a 10s gobiernos y organizaciones en septiembre 
de 1993, a fin ele presentur resumen de observaciones a Ia CIDH en su 86" período de 
sesiones en septieinbre ele 1994. 

R) La CIDH aprobaria cl proyecto en septiembre de 94 v lo enviaría a Consrjo 
Permanente y a Asamblea General. 

h) E1 Consejo Permanente lo pasaría a su Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos Ia 
cual ponlría conformar un grupo ele trabaio donde participaria un abvgaclo de Ia 
CIDH. no hal~ria pl.uo para este estudio. 
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Con Ia metodología de cuestionarios y reuniones así como con diversos 
ajustes a1 calendario originalmente previsto, Ia CIDHtL fue conformando 
un perfil de demandas y conceptos que culminaron en Ia elaboración de 
un borrador que aprobó dicha Comisión e1 18 de septiembre de 1995. 
Dicho texto cxpresaba una síntesis de Ias principales disposiciones de1 
Convenio 169 y de1 Proyecto de Declaración de Derechos de 10s Pueblos 
Indígenas que sc está discutiendo en Ia ONU. Pese a incluir por primera 
vez Ia cxpresión "dcrecho indígena" en lugar de Ia tradicional y 
restringida de usos y costumbres, y de abrirse a nuevos campos como e1 
de1 derecho a1 desarrollo y a1 medio ambiente, e1 proyecto tenía serios 
problemas y contradicciones en cuanto a1 uso de conceptos, por ejemplo 
hablaba más de comunidad y de poblaciones que de pueblos, más de 
tierras que de territorios, más de lenguaies que de  lenguas. 

Por su parte Ia CIDH ha informado que "Desde Ia aprobación de1 
Borrador, sc han concretado ya numerosas actividades de consulta sobre 
e1 mismo, que contienen propuestas referentes a derechos humanos, 
culturales, organizativos y políticos, y económicos de 10s pueblos 
indígenas de Ias Américas. Se solicitaron comentarios a 10s Gobiernos y a 
más de doscientas organizaciones indígenas. Como resultado de e110 
numerosos pueblos indígenas han discutido y analizado e1 texto borrador 
en sus asambleas y reuniones comunitarias. A nivel internacional e1 
borrador fue analizado en reuniones con líderes indígenas y expertos 
gubernamentales en Ia Reunión Mundial de Pueblos Indígenas realizada 
en Arequipa, P ~ N ,  en octubre de 1995, en un Seminario de1 "Canadian 
Bar Association" en Ottawa. en ese mismo mes, en Ia reunión internacio- 
nal especialmente dedicada a Ia Declaración Interamericana organizada 
por Ia Fundación Canadiense para América Latina y e1 Caribe (FOCAL) en 
Montreal, Canadá, en febrero de 1996, en una reunión especial en 
Guatemala organizada por e1 Instituto Interamericano de Derechos 
Humanos en febrero de 1996, y en mayo de 1996 en Denver, Colorado, 
organizada por e1 Consejo de Recursos Energéticos Tribales (CERT), con 
representantes de 134 organizaciones indígenas de Estados Unidos y 
Canadá. En e1 mes de noviembre de 1996 se realizaron dos reuniones 
regionales de consulta con gobiernos y organizaciones indígenas. La 
primera reunión se Ilevó a cabo en Guatemala de1 14 a1 16 y Ia segunda 
en Quito, Ecuador, de1 21 a1 23 de noviembre de 1996. 

12. La CIDH. órgano principal de Ia OEA en e1 área de 10s derechos humanos, ha intervenido 
anteriormente en Ia preparación de 10s bomdores de 10s instrumentos americanos 
sobre Derechos Humanos (Pacto de San José, 1969), sobre Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (Protocolo de San Salvador, 1980) sobre Abolición de Ia Pena de 
Muene (1990), para Prevenir y Sancionar Ia Tortura (1985); y sobre Desaparición 
Fonada de Personas (1994), entre otros. 
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Continúa Ia CIDH, c1 borrador de Declaración ha tenido amplia difusión, 
además de su publicación en libros y revistas especializadas de América y 
Europa, es accesible electrónicamente en INTERNET (www.oas.org). 
Asimismo, y con e1 consentimiento de 10s autores, Ia CIDH hará públicos 
10s comentarios que reciba de Gobiernos e instituciones indígenas, 
algunos de 10s cuales ya han entregado sus comentarios." 

A 10 largo de1 proceso Ia CIDH ha promovido otras expresiones de 
voluntad política y de compromisos diplomáticos que fortalezcan su 
mandato de 1989. tales como e1 de 1994 en Ia Cumbre de Ias Américas, 
celebrada en Miami, donde 10s países miembros de Ia OEA decidieron 
entre sus prioridades apoyar un proceso de revisión y mejoramiento de 
Ia protección de 10s derechos indígenas, y enfocar sus energías en 
fortalecer e1 eiercicio de 10s derechos democráticos y e1 acceso de Ias 
comunidades indígenas a los servicios civiles, en observancia de Ia Década 
Internacional de1 Pueblo Indígena declarada por Naciones Unidas. 

También en 1995. Ia Asamblea General de Ia OEA, reafirmó en su 
Declaración de Montreal ese compromiso a1 declarar que "...en Ia 
diversidad étnica y cultural radica una de Ias mayores potencialidades de1 
hemisferio y que es deber de Ia OEA valorar e incorporar dicha realidad 
en Ia búsqueda de1 desarrollo de 10s pueblos de América". Expresó 
entonces su "compromiso de promover e1 desarrollo económico y social 
de Ias poblaciones indígenas con especial atención a Ias cuestiones 
relacionadas con 10s derechos humanos, e1 medio ambiente, Ia educación 
y Ia salud.. . , en Ia búsqueda de políticas de desarrollo social que incluyan 
Ia protección y promoción de sus derechos y de su diversidad cultural". 

Si bien han sido importantes todas estas gestiones, en e1 ámbito de Ia 
consulta se observó que a1 inicio de este proceso, propiamente en 1990, 
Ia CIDH envió primero un cuestionario, donde Ias preguntas que 10 
integraban tenían muchas de ellas e1 enfoque de derechos individuales 
más que e1 de 10s colectivos de 10s pueblos y además, 10s resultados de 
Ias respuestas recibidas fueron poco conocidos y analizados. Por otra 
parte, se remitió a Ias organizaciones y gobiernos e1 primer borrador y no 
todas Ias organizaciones tuvieron oportunidad de analizarlo y reaccionar. 
factor que puede ocasionar dificultades en Ia siguiente etapa de1 proceso. 

E1 26 de febrero de1 presente afio, Ia CIDH dio un paso importante al 
aprobar un Proyecto de Declaración Americana sobre Derechos de 10s 
Pueblos Indígenas, que refleja Ia decisión y voluntad política de asumir Ias 
principales demandas de 10s pueblos interesados, supera y sustituye al 
borrador de1 18 de septiembre de 1995, recomendando a 10s Estados 
miembros que tomen Ias medidas necesarias a fin de lograr consenso 
sobre Ia misma para adoptada en Ia reunión de Ia Asamblea General de Ia 

13. Comunicados de Prensa CIDH, Washington. D.C., 28 de mayo y 30 de octubre de 1996. 
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OEA de 1998, en conniemoración de1 50" Aniversario de Ia OEA, y de Ia 
Declaración Americana de 10s Derechos y Deberes de1 Hombre." 

E1 Proyecto de Dcclaración se inicia "recordando que 10s pueblos 
indígenas de Ias Amcricas constituyen un segmento organizado, distintivo 
e integral de su población y tienen derecho a ser parte de Ia identidad 
nacional de  10s países. con un papel especial en e1 fortalecimiento de  Ias 
institucioncs de1 Estxlo y en  Ia realización de Ia unidad nacional basada 
en principios democráticos". "Recordando Ia necesidad de desarrollar 
marcos jurídicos nacionales para consolidar Ia pluriculturalidad de  
nuestras sociedades". 

La relación de 10s pueblos y culturas indígenas con Ia ccología, Ia 
importancia de Ia erradicación de Ia pobreza, su derccho a1 desarrollo, Ia 
convivencia y respeto que merecen, Ia supervivencia indígena y su 
relación con 10s territorios, así como 10s avances jurídicos ya logrados e n  
10s países americanos, son también temas incluidos en e1 Preámbulo. 

En sus seis secciones, e1 Proyecto de Declaración se refiere a 10s aspectos 
especiales de Ia aplicación de  10s derechos humanos a 10s pueblos y 
personas indígenas; a1 desarrollo cultural y e1 derecho a su integridad, 
lenguas, educación, familia, salud y protección de1 medio ambiente. 
Enfoca luego aspectos de  sus derechos organizativos y políticos, 
incluyendo e1 derecho a1 autogobierno, e1 derecho indígena y su relación 
con 10s ordenamientos jurídicos de  cada Estado. En e1 capítulo sobre 
derechos sociales. económicos y de propiedad, se refiere a Ias formas 
tradicionales de propiedad y supervivencia cultural, derechos laborales, 
de propiedad intelectual y de1 derecho a1 desarrollo. 

En su última sección incluye proposiciones sobre 10s alcances de Ia 
Declaración, enfatizando que Ia misma debe entenderse dentro de 10s 
principios de Ia OEA. incluyendo Ia igualdad soberana, la integridad 
territorial y Ia independencia política de 10s  estado^.'^ 

Hasta ahora e1 movimiento indígena a nivel continental ha mantenido una 
posición desigual, marcada e n  10 general, por una situación d e  
indiferencia ya sea por desconocimiento, por encontrarse inmersos en  
álgidos procesos nacionales, por Ia contradictoria imagen que tiene para 
ellos e1 ámbito de Ia OEA o bien, porque se considera que todo proyecto 
que distraiga Ia atención sobre e1 que está en  curso en Ia ONU vulnera a 
éste que es e1 objetivo principal de1 movimiento indígena en Ia región. 

14. E1 7 de mano de 1997 Ia Comisión forrnalizó Ia entrega de dicho Proyecto ai Secretario 
General de la OEA, Dr. CCsar Gaviria. E1 Presidente de Ia CIDH, Ernbajador John 
Donaldson, explicá ai Secretario General Ia amplia consulta realizada entre gobiernos, 
oganizaciones indígenas y expenos, desde octubre de 1995. 

15. Comunicado de prensa de Ia CIDH, Washington, D.C.. 7 de rnarzo de 1997. 



58 Kn~tsta IIDH [Voi. 26 

Se puede producir e1 fenómeno político que se ha presentado respecto a1 
Convenio 169 de Ia OIT en e1 sentido de que algunas organizaciones 
indígenas lo consideran "inferior" o más limitado respecto a1 proyecto de 
declaración que se discute en Ia ONU y piensan que ratificar10 en sus 
países o promover su ratificación implica boicotear a1 de Ia ONU. En 
Guatemala se dio c1 caso de que se expresara que Ia promoción de otros 
instrumentos jurídicos, sea e1 de OIT o e1 de Ia OEA puede limitar lo que 
ya tienen en e1 acuerdo firmado en e1 marco de Ias negociaciones para Ia 

Paz. 
La CIDH debe tomar en cuenta estos factores, cn primer lugar, recordar 
que Ia más amplia dihsicín que ha realizado no ha tenido como base e1 
documento que recién aprobó como proyecto y . en segundo lugar, hasta 
ahora Ia CIDH no ha dado una explicación oficial respecto a su opción 
por un instrumento jurídico tipo declaración en lugar de una Convención 
o un protocolo adicional a Ia Convención Americana de Derechos 
Humanos. Este es otro de 10s motivos de inquietud que probablemente 
influyan en Ia reacción indígena. Sin embargo, es previsible que e1 
contenido de1 nuevo proyccto. una vez que se conozca y se compare con 
e1 borrador de1 96, despertará adhesiones más enfáticas por parte de1 
movimiento indígena, respaldo por demás indispensable dado e1 marco 
de objeciones de 10s Estados en torno a 10s conccptos fundamentales de1 
derecho indígena. 

Políticas públicas y pueblos indígenas 
En nuestros países Ia aplicación de normas constitucionales está atada a 
la discrecionalidad que entrana "Ia voluntad política" de aplicarias. Esta 
Iínea se pone en crisis frente a unos sujetos políticos interesados en exigir 
su cumplimiento. 

En lo general encontramos ausencia de políticas nacionales, de Estado, 
frente a 10s pueblos indígenas, salvo 10s casos de Brasil y México Ias 
políticas gubernamentales en América Latina son recientes, erráticas y 
muy dependientes de Ias preferencias o inclinaciones de quienes tienen 
a su cargo Ias instituciones. No parece encontrar un punto de encucntro 
Ia nueva dinámica de derechos de 10s pueblos con Ias instituciones y 
proyectos indigenistas de 10s Estados. éstos tienden a valorar como 
peligroso e1 compromiso por e1 pleno ejercicio de estos derechos ante Ia 
evidencia de que su impulso conlleva a Ia confrontación con Ia lógica 
imperante en el conjunto de instancias gubernamentales. Mientras 10s 
gobiernos de Bolivia y Colombia parecen estar dispuestos a definir una 
política y una Iínea institucional de nuevo tipo y acorde a1 marco 
constitucional de derechos, siempre con Ia tensión de Ia insuficiente 
participación directa de representaciones de 10s pueblos indígenas, e1 de 
Ecuador que como ya senalamos tiene un precario marco constitucional 



asumió recientemente Ia decisión de crear una instancia cuya dirección 
estaría orgánicamente ligada a1 movimiento indígena de1 país,I6 e1 de 
México transita aún por Ia ambigiiedad de su política indigenista 
destinada a transformarse radicalmente como consecuencia de Ias nuevas 
definiciones constitucionales que están a debate y que otorgarían 
autonomía a 10s pueblos indígenas, mientras tanto se cuenta ya con Iíneas 
de trabajo que podrían confluir en una nueva relación de1 Estado con 10s 
Pueblos Indígenas, es e1 caso de proyectos de fondos regionales, de 
cultura y de procuración de justicia que transfiere recursos directos a 
organizaciones indígenas y que, con todo y su insuficiencia apuntarían a 
Ia transición de1 esquema indigenista prevaleciente que concibe a 10s 
pueblos más como objetos de atención que como sujetos de derecho. 
Pese a estos intentos de innovación, prevalece Ia posición de 10s 
gobiernos a salirse por Ia puerta falsa de1 Ilamado "combate a Ia pobreza" 
que en e1 mejor de 10s casos, en muy pocos de ellos, logra paliativos que 
le permiten limitados márgenes de legitimación ante Ia "clientela" 
favorecida por sus acciones. 

Se ha senalado que 10 verdaderamente grave es Ia pobreza, más que Ia 
ausencia de derechos. E1 problema no es definir que es más grave. en  Ia 
base de Ias demandas indígenas está e1 reconocimiento a su Derecho para 
decidir, entre otras cosas. sus estrategias para Ia satisfacción de sus 
necesidadcs humanas Fundamentales. No se trata de que e1 Estado 
simplemente canalice recursos económicos. sino que se trata de terminar 
con e1 manejo clientelar de 10s mismos que ha provocado más división 
interna que solución a Ia pobreza. 

Floriberto Díaz. líder mixe, mexicano (+), afirmaba categórico: "Desde 10 
indígena. e1 tlesarrollo no tiene futuro cuando se decide finalmente desde 
e1 Estado. Por ello, tenemos Ia certeza de que si somos nosotros quienes 
tlecidimos realmente. podemos armar y ejecutar proyectos eficientes.. . La 
cicncia y Ia tecnología modernas no están opuestas al desarrollo de 10s 
pueblos indígenas. Tampoco nos sentimos condenados a abandonar 
nuestra cultura si Ia adaptamos y usamos para reforzar nuestra comunita- 
riedad para un tlesarrollo a Ia altura de 10s tiempos".'- 

Por otra parte. hien sabemos que el problcma no se resuelve con 
estratcgias aisladas, ni fondos "etiquetados". sino que Ia extrema pobreza 
de indígenas v no indígenas es resultado de un modelo económico. Uno 
de 10s problemas nodales en Ia relación de 10s pueblos indígenas con e1 
Estado Riacional es el de Ia democracia, esto es e1 de su posibilidad de 
participación en Ia toma de tlecisiones y en Ia ejecución de todo aquello 

16. Consejo N;icion;il de IJl:in~íicaci<in y 1)esarrollo de  10s 1'~ieblos Indígenas y Negros de1 
I:.cuad< )r. 

17 Ponencial "Cultura (,:ira cl Iksmol lo"  presentada en el I 1  Encuentro de Etnias de  
Oriente v Occidente. 'kpic. Nawrit 1992 



60 Revista IIDfI [VO~. 26 

que les afecte. Así pues, relativizar e1 planteamiento de1 Derecho Indígena 
con e1 argumento de que 10 verdaderamente urgente son 10s recursos 
económicos, parece inexplicable cuando 10 que pretenden 10s pueblos 
indígenas es participar con plenos derechos en todos 10s ámbitos y 
niveles de gobierno, donde se decide, entre otras cosas, Ia política 
económica de Ia Nación. 

i a s  crecientes movilizaciones indígenas en regiones que conjugan 
extrema pobreza y marginación social y política está generando una 
tendencia muy grave y creciente en países como México o incluso PerÚ 
que consiste en valorar Ia problemática indígena bajo un esquema de 
seguridad nacional en lugar de proponerse, incluso bajo un esquema de 
gobernabilidad. e1 fortalecimiento de1 estado de derecho con Ia 
ampliación de1 marco constitucional que propicie Ia participación directa 
de estos pueblos en Ia definición y ejecución de políticas nacionales. 
Aunado a esto encontramos que existe una especie de esquizofrenia en 
10s Estados a1 asumir a través de sus cancillerías posiciones contrarias a 
10s derechos indígenas ya reconocidos en e1 ámbito interno, contradic- 
ción que guardan también frente a sus propias instituciones indigenistas 
las que, con frecuencia no participan o si 10 hacen no se considera su 
opinión para tales definiciones y estrategias. Así tcnemos que camina Ia 
política institucional indigenista por un lado y Ia posición de "Estado" por 
otro. Hay situaciones muy preocupantes, e1 caso de Guatemala 10 sería, 
despuks de un complicado proceso de paz con población mayoritaria- 
mente indígena pareciera perfilarse Ia línea de canalizar a través de una 
institución nacientc, c1 Fondo Indígena guatemalteco, toda Ia política de 
desarrollo que dcbería retlejarse en la política nacional. En Pení Ia nueva 
política consiste en incorporar e1 tema indígena a Ia estructura de 
atención de1 ministerio de promoción de Ia mujer y c1 desarrollo humano 
creado e1 29 de octubre de 1996 mediante Decreto Legislativo 866. De é1 
depende Ia Gercncia dc desarrollo humano que "promueve, ejecuta y 
supervisa políticas y programas en e1 campo dcl desarrollo humano. con 
Ia finalidad de elevar Ia calidad de vida de Ias personas, Ia familia y en 
especial grupos en situación de riesgo. impedidos físicos y de Ias 
poblaciones indígenas" (documento de1 Ministerio de Promoción de Ia 
Mujer y e1 Dcsarrollo Humano. Gobierno dcl Pení. 1997). 

Kespccto a Ia prescntación política de 10s pueblos existe Ia tendencia a 
propiciarla en términos de Ia lógica de 10s programas gubernamentales, 
institucionales. más que en Ia de su necesaria autonomía y capacidad de 
decisión. Alrededor de Ias instituciones se mueven cuadros indígenas que 
Iian asimilado Ia ideologia de Ia intcrmediación lo que en ocasiones 
conducc a una autentica sustitución de [os puel->los 
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La razón de estado frente a1 Derecho Indígena 
De Ia misma manera que podemos reconstruir Ia trayectoria de  Ia 
juridización de Ias demandas de  10s pueblos indígenas, se ha ido 
gestando en 10s Estados Naciones de  América Latina un inventario 
defensivo que en aras de  Ia eufemista unidad nacional y soberanía 
expresa una creciente cerrazón ante Ia necesidad de  cambiar Ia naturaleza 
de1 orden jurídico y dar entrada como principio constitutivo a1 de  Ia 
pluriculturalidad. Hay sin duda mucha ignorancia, prejuicio y 
discriminación en las posiciones oficiales pero hay sobre todo conciencia 
de  Ia contradicción que entraiia para sus aspiraciones neoliberales y 
globalizadoras e1 compromiso de  reconocer a unos sujetos de  derecho 
que demandan autonomía constitucional para decidir 10s asuntos 
fundamentales relacionados con Ia vida de  sus pueblos entre 10s que 
destaca su inserción en Ia vida política nacional para garantizar su 
adecuada relación con Ia naturaleza. e1 acceso a1 uso y disfrute de  10s 
recursos naturales, Ia posibilidad de participar en Ia toma de  decisiones 
sobre 10s proyectos de  desarrollo. Como vemos no se trata de  demandas 
culturalistas ni susceptibles de  reducirse a1 folklore inofensivo d e  10s usos 
y costumbres o Ia contratación de  maestros que hablen lengua indígena. 
Por e110 se ha planteado que se requiere una reforma de1 Estado. 

Cuando se revisan Ias memorias de1 debate para Ia elaboración de1 
Convenio 169 encontramos que si bien se presentaron objeciones no 
hubo una posición homogénea de 10s Estados y Ias dos partes que 
adicionalmente integran Ia estructura tripartita de  Ia OIT, trabajadores y 
empleadores. aportaron muy poco. Los candados de1 169, por ejemplo a1 
concepto de  pueblo o a 10s recursos de dominio exclusivo de1 Estado, 
reflejan Ias preocupaciones de 10s Estados miembros, sin embargo, se 
observa un proceso de real conciliación de  textos y de  posiciones. 
Probablemente se dio esta situación porque 10s Estados se guiaban por Ia 
lógica de que Ias normas internacionales suelen tener poco impacto en e1 
derecho interno y en Ia vida nacional. Lo cieno es que fueron 10s pueblos 
indígenas quienes Ic encontraron de inmediato un valor político 
programitico a1 contenido de1 Convenio y pese a que no tuvieron 
participación significativa cn su elaboración se apropiaron de é1 y pasó a 
formar parte de  su rcd de estrategias ya sea para pedir su ratificación o 
para exigir su cumplimiento. 

La Declaración de Ia O N U .  Ia de  la OEA y Ias discusiones sobre propuestas 
de  reformas constitucionales en  10s países están siendo valoradas por 10s 
Estados con una batcría similar de "razones de estado" sin considerar 
siquiera que tienen efectos jurídicos distintos sólo por e1 origen de1 
sistema a1 que sc adscriben. más bien tiende a prevalecer Ia posición de  
analizar Ias implicaciones de normas que son internacionales a partir de1 
derecho interno y en ocasiones en contra de1 mismo como es e1 caso de  
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Brasil que contando con normas constitucionales vigentes, avanzadas, 
opina en contra de 10 establecido en ella para instrumentos de "afuera", 
igual sucede con 10s países que han ratificado e1 Convenio 169, como 
México, y que éste forma parte de Ia legislación nacional. Por ejemplo, a 
propósito de1 derecho a Ia protección ambiental, Argentina afirmó que 
"este delicado tema podría presentar e1 riesgo de generar un doble 
estándar de órdenes jurídicos.. . "IH 

En e1 marco de1 estado de derecho 10s Estados no deberían pretender 
limitar nuevas normas a partir de su rechazo ideológico y político a Ias 
que están vigentes y que deben respetar. No sorprende que Estados 
Unidos sugiera que no debe hablarse de "derechos" sino de 
"aspiraciones", como vemos e1 propósito de disminuir e1 impacto jurídico 
está muy presente. 

Si una declaración no produce en sí misma efectos vinculatorios no tiene 
por qué incluirse limitaciones como se hizo en e1 Convenio 169 e1 cual sí 
requiere ratificación de 10s Estados y produce efectos jurídicos en e1 
marco nacional. Ilustra mucho Argentina cuando sefiala que "a pesar de1 
carácter programático de Ia norma y Ia naturaleza solamente recomenda- 
toria (no obligatoria) de Ia Declaración en general, no seria aceptable Ia 
redacción actual que podría convertirse en una base para futuros 
reclamos de orden pecuniario". 

Para ofrecer algunos ejemplos significativos y "acercar e1 espejo" me 
referiré a 10s argumentos que sustentan a Ia demanda indígena y a 10s que 
han sido cuestionados por 10s Estados respecto a 10s proyectos de ambas 
declaraciones. lY 

Concepto de Pueblo Indígena y Libre Determinación 
Cuando se habla de 10s destinatarios de Ia protección, preservación, 
desarrollo y promoción de derechos indígenas, de inmediato se plantea 
Ia interrogante sobre cómo definir quiénes son indígenas. Problema ya 
resuelto internacionalmente y concretamente en e1 Convenio que obliga 
a1 Estado Mexicano. e1 169 de Ia OIT. Dice e1 Art. 1": 

18. Toclas Ias opiniones ele los gobiernos han sido expresadas tanto cn  e1 grupo ele trabajo 
de  Ia ONU como a Ia CIDH en carácter de  observacio-s a1 priiner borraclor de  Ia CIDH 
de  septieinbre de  1995. En e1 caso de  Mexico hasta ahora ha mantenido una posición 
equilibrada a1 consiclcrar e n  sus opiniones el contenido de1 Convenio 169. Digo hasta 
h o r a  porque recienteinente el representante de  Ia SER presentó 10s argumentos de1 
Gobierno Federal contra Ia propuesta de COCOPA en e1 quincuagi.simo períoclo d e  
sesiones ele1 Comiti. para Ia Eliminación de  Ia Disçriminacion R;icial d e  Ia Comisión d e  
Derechos Humanos e n  Ia O N U .  

19. Encontraremos una enorme similitud con 10s que se han obietado en e1 proceso ele1 
diálogo en Mbxico respecto a 10s Acuerdos de  San Andrks derivados de  Ia mesa de  
Derecho y Cultura Indígena en e1 marco de  Ias negociaciones entre e1 Gobierno Federal 
y e1 Eibrcito Zapatista de  Liberacion Nacional. 
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El presente Convenio se aplica: 

a) a los pueblos tribales en países independientes, cuyas condiciones 
socialcs, culturales y económicas les distingan de otros sectores de 
Ia colectividad nacional, y que estén regidos total o parcialmente 
por sus propias costumbres o tradiciones o por una legislación 
especial: 

b) 10s pueblos son considerados indígenas por e1 hecho de descender 
de poblaciones que Iiabitaban en e1 país o en una región geográfica 
a Ia que pertenece e1 país en Ia época de  Ia conquista o Ia 
colonización o dcl establecimiento de  Ias fronteras estatales y que, 
cualquiera que sea su situación jurídica, conservan todas sus propias 
instituciones sociales, económicas. culturales y políticas, o parte d e  
ellas. 

La conciencia de  su identidad indígena o tribal deberá considerarse un 
criterio fundamental para determinar 10s grupos a 10s que se aplican 
Ias disposiciones de1 prcsente Convenio. 

La utilización dcl término "pueblos" en este Convenio no deberá 
interpretarsc en el sentido de  que tenga implicación alguna en 10 que 
atafie a los dcrcchos que pueda conferirse a dicho término en e1 
derecho internacional. 

En este caso Ia definición de1 sujeto está claro, en este artículo no se 
dejó a Ia libertad de  10s Estados miembros de Ia OIT que ratificaran e1 
Convenio. Ia facultad de decidir qué entenderían por pueblos. E1 
numeral tres aclara 10 que ha sido preocupación fundamental de  10s 
estados, e1 uso de1 término pueblos no significa de manera alguna 
autodeterminación política, ni separación de1 Estado Nacional. 

Sin embargo. debemos anotar que en e1 seno de Ia Organización de  Ias 
Naciones Unidas, Ia definición de1 concepto de  pueblo indígena es un 
tema abierto a debate en  e1 contexto de  Ia elaboración de  Ia 
Declaración de  Derechos de  10s Pueblos Indígenas, para cuya discusión 
se ha propuesto considerar 10s siguientes elementos: 

I. Tierras y Territorios tradicionales, 
11. Continuidad histórica, 
111. Características Culturales distintivas, 
ri! Carácter de grupo no dominante en Ia población de un país, 
V Conciencia de  Ia Identidad y Conciencia de Grupo. 

Como elementos concretos seiialó: 

1. La ascendencia común, 
2. Los aspectos culturales que abarcan Ia religión, 
3. La organización tribal, 
4. La pertenencia a una comunidad indígena, 
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5. La indumentaria y 10s medios de vida. 
6. E1 idioma, 
7. La conciencia dc grupo, 
8. La residencia en cicrtas regiones de1 país y. 
9. La aceptación por parte de Ia comunidad indígena (9). 

E1 Banco Mundial. por su parte, ha definido los criterios que deberán 
considerarse en Ia institución, para reconocer Ia presencia de  pueblos 
indígenas: 

a. una estrecha vinculación con territorios anccstrales y 10s recursos 
naturales de  esas zonas. 

b. autorcconocimicnto y reconocimiento por parte de otros como 
miembros dc  un grupo cultural característico, 

c. un idioma indígena. a menudo diferente de1 idioma nacional, 

d .  presencia de  instituciones sociales y políticas basadas en  Ias 
costumbres y. 

e. producción principalmente de subsistencia (10). 

Los Pactos Internacionales de Derechos Civiles y Políticos y de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales establecen en su artículo primero 
(numcral 1.1 .) : 

Todos los pueblos tienen el tlerecho de libre deterrninación. En virtud de este derecho 
establecen librernente su condición política y proveen asirnismo a su desarrollo 
económico. social y cultur;ll. 

E1 Convenio 169 de  Ia OIT, si bien no establece de manera explícita e1 
derecho a Ia autodeterminación, sí 10 presupone a1 sefialar desde su 
inicio, en e1 preámbulo, Ia necesidad de  que 10s pueblos controlen sus 
instituciones propias dentro de1 marco de1 estado en que viven, también 
establece 10s principios de  participación y consulta en  Ia toma de  
decisiones y e1 control "hasta donde sea posible" sobre su desarrollo 
social y cultural. 

E1 ejercicio de  este derecho fundamental a Ia libre determinación en e1 
marco de1 Estado, no h e r a  de él, es Ia garantía de  preservación y 
desarrollo de  10s pueblos indígenas, derivado de ello, Ia demanda de  
autonomía y autogobierno son condiciones básicas. La autonomía y e1 
autogobierno no son otra cosa que Ia capacidad de  decidir 10s asuntos 
fundamentales de  acuerdo con su cultura y balo unas reglas pactadas con 
e1 Estado. 

La resistencia y persistencia de  estas colectividades sociales se ha basado 
en su convicción de  no  permitir su asimilación a un Estado, un Derecho, 
una Sociedad y una Cultura que 10s niega, discrimina y que les ha 
marginado de  todo acceso a 10s derechos sociales y políticos como 
pueblos y como ciudadanos. 



De parte Estatal se indica que debe utilizarse e1 término "poblaciones" en 
lugar de pueblos indígenas. "para evitar interpretaciones erróneas" ya que 
e1 concepto evoca Ia resolución 1514 de Ia ONU. que se titula 
"Declaración sohre Ia concesión de Ia independencia a 10s Países y 
Pueblos <:olonialesV y que establece: 

todos los pueblos tienen el derecho de libre determinaci0n: en virtud de este derecho 
deterininan libreinente su condición política y persiguen libreinente su desarrollo 
económico. social y cultural. 

Asimismo. se considera insuficiente Ia aclaración de que no se dará Ia 
implicación de1 derecho internacional (destacan en esta posición 
Argentina y Brasil). Estados Unidos. por su parte, sugiere otro concepto 
alternativo, e1 de "sociedades indígenas": 

son aquellos grupos que están coinpuestos o son descendientes de personas que 
habiraion una área gcog~ífica con anterioridad a Ia soberanía de1 presente Estado: 
históricainente eiercieron Ia soberania o los atributos de Ia soberanía y conforman una 
coinunidad distinta con sus propias institucione~ 

Es evidente Ia intención de desnaturalizar e1 concepto a1 hablar de grupos 
que descienden de personas. De ahí Ia base para hablar de derechos 
individuales y no colectivos como veremos. 

Territorio 
Respecto a1 derecho a1 territorio. su reconocimiento y ejercicio es 
necesario para garantizar Ia existencia misma de 10s pueblos indígenas 
por ser Cste e1 espacio donde ejercen control político y e1 derecho a Ia 
propia cultura, a Ia posibilidad de mantener y desarrollar su relación con 
Ia naturaleza, sus expresiones artísticas, sus creencias, su historia misma, 
su versión de Ia historia."' 

Es decir, existe un reclamo de jurisdicción que hasta ahora 10s estados 
nacionales han rechazado bajo e1 argumento de que dicho reclamo atenta 
contra su integridad y soberanía. Por e110 se ha insistido en reducir o en 
circunscribir este derecho, al derecho a1 uso de Ia tierra como espacio 
productivo, cuya explotación puede realizarse individual o colectiva- 
mente siempre en el marco de1 derecho privado por antonomasia, e1 de 
propiedad. Se puede aceptar Ia posibilidad de luchar por tener más o 
menos extensión de tierra, pero no se acepta que un pueblo tenga 
autoridad, capacidad de decisión. 

Para 10s Estados e1 concepto es peligro por coincidir con e1 que conside- 
ran elemento consustancial a su propia existencia. Ahora bien, es cierto 
que e1 concepto coincide pero no su sentido y alcances, en e1 plano 
indígena e1 territorio es el hábitat necesario para desarroilar Ia cultura, no 

20. De1 documento "Los Derechos de los Pueblos Indígenas". preparado por un Comité de 
Expertos, indígenas y no indígenas, auspiciado por el IIDH, San Josk de Costa Rica. 
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implica dominio ni afecta a1 que de manera exclusiva se reservan algunas 
naciones, inclusive esta excepción está incluida en el Convenio 169 de Ia 
OIT. 

1. Estos argumentos no convencen a 10s Estados, por ejemplo Brasil ha 
senalado que 10 aceptaría si se habla de territorio cultural pero prefiere 
tierras porque "cvitaría e1 contenido político que encierra". . . dado que 
no se busca un poder paralelo a1 Estado sino proteger el derecho a1 
pleno usufructo de1 hábitat por Ias comunidades indígenas.. . es uno 
de 10s componentes de1 Estado. es e1 espacio físico dentro de1 cual se 
ejerce Ia soberanía nacional. Argentina. por su parte, consideró que 
este concepto es e1 ámbito espacial de validez de1 orden jurídico 
nacional por 10 que es inaceptable. 

Derechos Individuales y Derechos Colectivos 
Como sabemos, la concepción clásica de 10s derechos humanos define 
como destinatario o destinataria a la persona. Así 10 podemos constatar 
en Ia Declaración Universal de 10s Derechos Humanos, en 10s Pactos 
Internacionales de Derechos Civiles y Políticos y en e1 de 10s Derechos 
Económicos y Sociales. Situación que se refleja de manera similar en Ia 
Declaración Americana y en e1 Pacto de San José. Hay así derechos 
humanos básicos para toda persona independiente de su género, raza. 
lengua, religión. Son derechos universales, derechos iguales. Esta 
concepción ha sido ampliada de1 plano de 10s derechos civiles y políticos 
a 10s económicos y sociales. es decir, a1 de1 contexto necesario para que 
se respeten y ejerzan 10s derechos inherentes a todo ser humano. 

La situación de 10s pueblos indígenas en nuestros países es muy 
compleja, encontramos que só10 Ia dimensión de violación a sus derechos 
individuales podría ocuparnos y preocupamos. A1 realizar un obligado 
repaso a 10s indicadores sociales de Ia pobreza encontramos que su 
asiento principal estaría localizado en Ias regiones indígenas. E1 
analfabetismo, Ia mortalidad infantil, la desnutrición y Ia morbilidad 
asociada, Ia baja esperanza de vida Ilegan a duplicar sus índices respecto 
a1 promedio general. Por otra parte e1 fenómeno de Ia discriminación y Ias 
condiciones de acceso a Ia justicia son con mucha frecuencia factores de 
abierta violación. 

Otro aspecto fundamental de 10s derechos colectivos de 10s pueblos 
indígenas es e1 relativo a1 ejercicio de formas propias de organización 
social y política. Estos pueblos tienen normatividad propia, formas 
internas de  control social, sistema de cargos, mecanismos y 
procedimientos que en conjunto les han permitido mantener con mayor 
o menor fuerza Ia vida comunitaria. 



19981 Doctrina 67 

Es importante introducir Ia consideración de que si bien hay pueblos 
indígenas que subsisten, muchos de ellos han desaparecido ante e1 
despojo de sus territorios. De Ia misma manera hablamos de que existen 
formas de organización social propias, sin que e110 signifique afirmar que 
no han sufrido cambios profundos o que no expresan contradicciones en 
donde en ocasiones no se respetan 10s derechos humanos fundamen- 
tales. Por tanto no estamos sugiriendo que 10s pueblos indígenas sean un 
espacio social ideal, romántico, donde todo funciona coherentemente, 
donde se respetan y aplican 10s mismos valores comunitarios originales y 
todos sus miembros 10s acatan convencidos. Si así hera,  bien podríamos 
preguntarnos sobre e1 sentido de reivindicar Ia necesidad de una 
propuesta jurídica constitucional que les reconozca derechos colectivos, 
cuando sobreviven tan bien hera  de Ia legalidad. 

Suele responderse a la demanda por e1 reconocimiento de derechos a 10s 
pueblos indígenas que Ias Constituciones nacionales contienen un 
avanzado capítulo sobre garantías fundamentales para todos 10s indivi- 
duos, incluidos, por supuesto, 10s indígenas. Por 10 tanto, pedir 
reconocimiento de derechos diferentes es cuestionar e1 principio de 
universalidad, es crear inaceptables regímenes de excepción, derechos 
especiales, establecer discriminación positiva y, en última instancia, 
vulnerar uno de 10s pilares de1 orden jurídico. Todo e110 sería válido si se 
plantearan dcrechos para 10s indígenas en tanto personas. Sin embargo. 
se está buscando e1 reconocimiento constitucional a una realidad social 
que permanece a contrapclo de Ia pretensión dc homogeneidad y de 
igualdad. Los pueblos indígenas persisten, han practicado y practican 
formas de organización social y política, y cuentan con culturas diferentes 
que por lo demás cstán en nuestras raíces como Nación. Ninguna de Ias 
Ilamadas garantías individuales permite Ia adaptación a estos derechos 
colectivos. a estos dcrechos de pueblo, a este nucvo sujeto jurídico. 

Se ha convertido cn dogma e incluso en lugar común e1 seiialamiento de 
que 10s derechos colectivos nunca estarán por encima de 10s individuales, 
esta limitación establece Ia prevalencia de1 derecho individual sobre e1 
colectivo 10 que en Ia práctica puede traducirse en otorgar e1 derecho de 
veto a cualquier miembro de Ia comunidad. Los casos de atropello de 
derechos individuales deberían iuzgarse jurisdiccionalmente. 

Según Ia doctrina clásica a cada derecho individual corresponde una 
acci6n individual y c1 titular de1 derecho es c1 titular de la acción, en este 
caso sc trata de dercchos cuya titularidad es difusa, porque no puede ser 
individualizada. Por ejemplo, todos 10s integrmtes de un pueblo son 
sujetos dcl mismo derecho; todos tienen su disponibilidad y, a1 mismo 
tiempo, no pueden contrariar10 porque violarían 10s derechos de todos 
10s otros miembros de1 pueblo. Por ello. su violación o desconocimiento 
acaba por condicionar e1 ejercicio de los dcrechos individuales 
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tradicionales. Por ejemplo, en e1 caso de Ia libertad de creencias cuando 
se impide a 10s pueblos indígenas e1 acceso a sus lugares sagrados, se 
viola e1 derecho de1 pueblo y e1 de 10s individuos que 10 integran. 

En e1 terreno de Ias consultas y opiniones estatales y de Ia OIT 
encontramos: 

No obstante que Estados Unidos se opone a 10s derechos colectivos, 
cuando plantea Ia contrapropuesta de definición de pueblo por 
sociedades indígenas, utiliza referentes históricos, reconoce soberanías 
anteriores a1 Estado y Ilega incluso a aceptar un trato con dichas 
sociedades "de gobierno a gobierno", o cuando explica Ia personería 
jurídica de esos grupos. 

Se deben reconocer derechos colectivos siempre y cuando no impidan 
10s individuales (Venezuela). 

Existen derechos colectivos de pueblos indígenas que son 
específicamente colectivos y que no están relacionados con 10s 
derechos individuales, como 10s derechos a tierras ancestrales, 
derechos a una cultura común que son ( 0 1 9 .  

Derecho Indígena 
Es necesario enfatizar que tratándose de1 orden jurídico de Ia 
pluriculturalidad, estamos frente a un proceso político que expresa a1 
movimiento de 10s pueblos indígenas y a sus reivindicaciones en materia 
de reconocimiento de derechos anteriores a Ia creación misma de1 
Estado. AI mismo tiempo. nos encontramos ante e1 desafío de cuestionar 
10s principios de1 ordcn jurídico excluyente de Ia diversidad que cada vez 
más crecientemente demanda de nuevas categorías y conceptos también, 
dicho sea de paso. demanda de todos, de1 conjunto de Ia sociedad una 
profunda tnnsformación ktica e ideológica que nos permita combatir Ias 
múltiples caras de Ia discriminación hacia 10s pucblos indígenas e incluso 
de racismo, de1 cual hemos sido partícipes. 

En este proceso. v cn el interés de dar cuenta de situaciones que no se 
han visto reflejadas cn e1 orden jurídico, hemos recurrido a conceptos 
que en última instancia continúan subordinando al derecho indígena. Es 
e1 caso de Ia utilizacion de Ias expresiones "usos y costumbres", 
"costumbrc jurídica" e incluso "derecho consuetudinario". 

En contraste, e1 concepto de "pluralismo legal" se ha utilizado con e1 
ánimo de romper con Ia visión de Ias expresiones mencionadas y de 
promover el reconocimicnto de sistemas alternativos al de1 orden jurídico 
nacional. Incluso, se Ie ha relacionado con expcricncias no indígenas de 
resolución alternativa de conflictos, como una respuesta a Ia ineficacia de 
los sistemas nacionalcs de administración de justicia. La tesis implícita de 
esta posición es que ante Ia crisis de1 Estado, requerimos menos Estado y 



más Sociedad, en  lugar de plantear Ia necesidad de  su profunda reforma. 
Así, de  manera mecánica, vemos que se ha puesto atención a1 sistema 
normativo de resolución de  conflictos e n  e1 medio indígena, suponiendo 
que se trata de una simple jurisdicción, e n  e1 sentido que Ia entiende e1 
derecho tradicional y olvidando que en e1 medio indígena se resuelven 
conflictos como uno más de  10s múltiples factores que integran a una 
cultura y una identidad y que e1 indígena que acepta 10s veredictos de  Ia 
jurisdicción indígena 10 hace por Ia previa e histórica voluntad de 
mantenerla. 

De esta concepción proviene Ia confusión entre pluralismo jurídico y 
jurisdicción indígena, donde pluralismo jurídico significa asumir Ia 
diversidad de  sistemas de  resolución de  conflictos y con e110 se reducen 
Ias potencialidades de  un principio que debe permear todas Ias 
disposiciones jurídicas de1 orden nacional que se reconozca pluricultural. 

También en este tema se entabla e1 debate y opinan 10s estados que: 

1. AI otorgarle reconocimiento a1 derecho indígena, prácticamente 
autoriza Ia existencia de  un marco jurídico paralelo, 10 que se opone a 
10 establecido en Ia Constitución (Argentina. arts. 31 y 75). 

2. E1 reconocimiento de  Ias normas consuetudinarias no puede suprimir 
Ia aplicación de  Ias normas vigentes e n  10s sistemas jurídicos 
nacionales (Brasil). 

3. E1 derecho indígena es una legislación especial, que si bien forma parte 
de  Ia de1 país no aparece claro e1 "acceso" de  10s indígenas a Ia nacional 
(Estados Unidos). 

Derechos Políticos 
Otro de  10s problemas nodales en  Ia relación de 10s pueblos indígenas 
frente a1 Estado y a Ias organizaciones políticas partidarias, es Ia exclusión 
sistemática de su participación directa en  todos 10s niveles de  gobierno. 
1.a falta de reconocimiento constitucional a Ias formas propias de  
organización social y política ha derivado en Ia pretensión de imponer un 
esquema de  participación política homogéneo. uniforme y pretendida- 
mente nacional. Los partidos políticos responden a esta concepción y 
tampoco se han preocupado por atender a Ia búsqueda de  espacios que 
propicien Ia inclusión de  10s pueblos indígenas. En Ia práctica se han 
limitado a acudir a 10s pueblos en épocas elcctorales. Existe una enorme 
incomprensión sobre estos temas. prucba de  e110 es Ia opinión que 
sugiere suprimir Ia afirmación de que "10s pueblos indígenas tienen 
derecho a decidir democráticamente.. . (derecho a1 desarrollo) en virtud 
de  que "Ias evidencias etnográficas demuestran que no siempre Ias formas 
de  decisión de Ias sociedades indígenas pueden ser caracterizadas como 
democriticas" (Brasil). 
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En Ia última década han surgido organizaciones indígenas que reivindican 
e1 conjunto de 10s derechos de 10s pueblos y han jugado un papel 
importante. Sin embargo, ese liderazgo, llega a Ia arena política con 
demandas propias y bajo Ias reglas de1 juego que ahí se practican 10 que 
en ocasiones propicia que se olvide e1 vínculo con e1 sector que 
representam Este elemento es fundamental para Ia cuestión indígena, 
mientras no se reconozca a 10s pueblos indígenas como sujetos de 
derecho de naturaleza colectiva y en consecuencia, a Ia comunidad como 
entidad histórica y de derecho público, Ia representación de Ias mismas 
estará sujeta a Ia calidad y voluntad de Ias organizaciones, de sus 
intermediarios, entre 10s cuales sin duda hay quienes defienden y 
practican con gran convicción Ia relación directa con Ia comunidad. 

Existe una enorme incomprensión sobre estos temas, prueba de e110 es la 
opinión que sugiere suprimir Ia afirmación de que "10s pueblos indígenas 
tienen derecho a decidir democráticamente.. . (derecho a1 desarrollo) en 
virtud de que "Ias evidencias etnográficas demuestran que no siempre Ias 
formas de decisión de Ias sociedades indígenas pueden ser caracterizadas 
como democráticas" (Brasil). 

La pluralidad jurídica y Ia jurisdicción indígena 
Para mostrar Ia complejidad de alcanzar un Estado de derecho incluyente 
de Ia pluriculturalidad, asumimos que la ejecución de Ias nuevas normas 
debe guardar congmencia con e1 sentido de Ias nuevas normas. E1 
problema no se resuelve simplemente con disefiar fórmulas novedosas, 
que actualmente Ias hay en Ias Constituciones de Bolivia y Colombia, por 
ello, debemos cuestionar conceptos y principios que están en Ia base de 
nuestra cultura constitucional dominante. Por ejemplo, e1 reconoci- 
miento a 10s pueblos indígenas implica otorgarles un estatus de derecho 
público como entidades políticas con derechos colectivos diferentes a 10s 
que están destinados a ejercerse por 10s individuos, por 10 tanto e1 
principio de generalidad de Ia ley no puede tener aplicación. Igual sucede 
con e1 concepto de soberanía que en e1 sentido tradicional, clásico, se 
refiere a Ia soberanía externa, frente a otros países, y que en e1 caso de 10s 
pueblos indígenas implicaría territorialidad, espacio donde se ejerce e1 
poder político, Ia libre determinación. E1 propio caso de Ias jurisdicciones 
hasta ahora reconocidas en otros países, no pueden valorarse con Ia 
lógica de 10s principios constitucionales tal y como están porque 
resultamos dando implicación de derecho privado, de justicia entre 
particulares, a un asunto que debe ubicarse en e1 derecho públicot en e1 
nuevo derecho constitucional de Ia pluriculturalidad. La complejidad de1 
problema se allana en parte si empezamos por asumir que 10s Ilamados 
principios jurídicos fundamentales de1 Estado deben transformarse. 
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Por lo anterior, es nccesario enfatizar que tratándose de1 orden jurídico 
de Ia pluriculturalidad, estamos frente a un proceso político que expresa 
a1 movimiento de 10s pueblos indígenas y a sus reivindicaciones en 
materia de reconocimiento de derechos anteriores a Ia creación misma 
de1 Estado. A1 mismo tiempo. nos encontramos ante e1 desafío de 
cuestionar 10s principios de1 orden jurídico excluyente de Ia diversidad 
que cada vez más crecientemente demanda de nuevas categorías y 
conceptos, también, dicho sea de paso, demanda de todos, de1 conjunto 
de Ia sociedad una profunda transformación ética c ideológica que nos 
permita combatir Ias múltiples caras de Ia discriminación hacia 10s 
pueblos indígenas e incluso de racismo, de1 cual hemos sido partícipes. 

En este proceso, y en c1 interés de dar cuenta de situaciones que no se 
han visto reflejadas en e1 orden jurídico, hemos rccurrido a conceptos 
que en última instancia continúan subordinando a1 derecho indígena. Es 
e1 caso de Ia utilización de Ias expresiones "usos y costumbres", "costum- 
bre jurídica" e incluso "derccho consuetudinario". 

En contraste, e1 concepto de "pluralismo legal" se ha utilizado con e1 
ánimo de romper con Ia visión de Ias expresiones mencionadas y de 
promover e1 reconocimicnto de sistemas alternativos a1 de1 orden jurídico 
nacional. Incluso, se le ha relacionado con experiencias no indígenas de 
resolución alternativa de conflictos, como una respuesta a Ia ineficacia de 
10s sistemas nacionales de administración de justicia. La tesis implícita de 
esta posición es que ante Ia crisis de1 Estado, requerimos menos Estado y 
más Sociedad, en lugar de plantear Ia necesidad de su profunda reforma. 
Así, de manera mecánica, vemos que se ha puesto atención a1 sistema 
normativo de resolución de conflictos en e1 medio indígena, suponiendo 
que se trata de una simple jurisdicción, en e1 sentido que Ia entiende e1 
derecho tradicional y olvidando que en e1 medio indígena se resuelven 
conflictos como uno más de 10s múltiples factores que integran a una 
cultura y una identidad y que e1 indígena que acepta 10s veredictos de Ia 
jurisdicción indígena 10 hace por Ia previa e histórica voluntad de 
mantenerla. 
De esta concepción proviene Ia confusión entre pluralismo jurídico y 
jurisdicción indígena, donde pluralismo jurídico significa asumir Ia 
diversidad de sistemas de resolución de conflictos y con e110 se reducen 
Ias potencialidades de un principio que debe permear todas Ias 
disposiciones jurídicas de1 orden nacional que se reconozca pluricultural. 

Planteada Ia distinción básica entre e1 todo, que es e1 principio de 
pluralidad jurídica y una de sus expresiones, en este caso Ia jurisdicción, 
presentará, a manera de ejemplos, Ia situación que guarda e1 tratamiento 
jurídico de este tema en Bolivia, Colombia, Ecuador y México, e1 cual 
provoca Ias mayores polémicas porque toca a uno de 10s pilares de1 orden 
jurídico, e1 de que Ia jurisdicción y e1 ejercicio de Ia acción penal es 
facultad exclusiva de1 Estado. 
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Recuento Colombiano 
La nueva Constitución de 1991 introdujo normas en cuanto a1 reconoci- 
miento de entidades territoriales y de autonomía para 10s pueblos 
indígenas, junto a cllas se abrió un nuevo espacio a1 reconocer una 
jurisdicción especial en cstos términos: 

Las autoridades de 105 pueblos indígenas podrían eierçer hnçiones juriscliçcionales 
dentro clr su áinbito territorial. de çonformirtad çon sus propias normas y proçedi- 
miemos, sirmpre que no sean contrarios a Ia Constitución y leyes de Ia República. La tey 
estableçerá Ias formas de çoorclinación de esta iuristliççión especial çon e1 sistema 
judicial nacional (art. 246). 

A Ia fecha no existe legislación que establezca Ias formas de coordinación 
a que se refiere e1 precepto mencionado. sin embargo, Ia Corte Constitu- 
cional y destacados magistrados simpatizantes de1 planteamiento 
indígena, se han dado a Ia tarea de aplicar Ia nueva normatividad a fin de 
sentar jurispmdencia a1 respecto. Ilustremos con un caso específico: 

Proceso de Tutela T)30116 promovido por Ananías Narváez contra Ia 
directiva de1 cabildo de Ia Comunidad Indígena de e1 Tambo Municipio de 
Coyaima, Depto. de Tolima. 30 de mayo de 1994. 

1. Las autoridades tradicionales acusaron a Ananías Narváez de saqueo de 
animales, cultivos, frutas, herbicidas y de1 hurto de un contador para 
alumbrado. A1 Ilamarle varias veces Ia atención y no corregirse 10 
expulsaron. La decisión se tomó en reunión de Ia comunidad a Ia que 
asistió e1 acusado y decidieron que "no presentará denuncia penal para 
no perjudicarlo, siga por Ias buenas con nosotros y si no 10 amarramos 
y 10 Ilevamos a Ia ley ordinaria". 

2. E1 Sr. Nmáez acudió ante un juzgado de primera instancia donde 
acusó a Ia comunidad porque "Ia decisión de expulsar10 de Ia 
comunidad y de confiscarle su parcela sin reconocerle e1 valor de Ias 
mejoras de1 predio va en contra de Ia prohibición de destierro y de Ia 
confiscación". 

3. En primera instancia se negó Ia acción por considerar que Ia decisión 
de Ia comunidad fue un acto "democrático" y no jurisdiccional y que 
Ias autoridades decidieron en e1 marco de1 ejercicio de Ia libre 
asociación (se observa que pese a Ia resolución favorable a Ia 
comunidad no se asume que fue ejercicio jurisdiccional basado en e1 
art. 246 de Ia Constitución). La defensa apeló y en segunda instancia se 
confirmó Ia sentencia por 10 que pasó a Ia Corte Constitucional. 

4. E1 objetivo de Ia Corte fue determinar si Ia decisión de Ia comunidad 
es un acto susceptible de control judicial que haya vulnerado 10s 
derechos. Pai-a e110 precisó que Ia comunidad es un ente público y no 
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privado y por tanto no rige Ia libertad de asociación. Por otra parte, 
definió que e1 procedimiento con e1 que se tomó Ia decisión no se 
transmite a Ia naturaleza de1 acto o decisión ni 10 excluye por tanto de1 
carácter jurisdiccional. Situación que por 10 demás se inscribe en Ia 
Constitución (art. 246) y busca alcanzar Ia conservación de Ia 
diversidad en Ia unidad nacional. 

5. La Corte fijó como rcglas de interpretación Ias siguientes: 

a) A mayor conservación de usos y costumbres. mayor autonomía 
indígena, 

b) Los derechos hndamentales son e1 Iímite material a1 principio de 
diversidad étnica y cultural, 

c) Las normas legales imperativas de Ia República, prevalecen sobre Ias 
comunitarias y éstas. sobre Ias normas legales dispositivas. 

6. Hay por tanto prohibición explícita de imponer como pena Ia 
expulsión o destierro con 10 que además se provocó dafios a terceros 
(Ia familia de1 expulsado). Argumentó que Ia sanción provocaría Ia 
ruptura con e1 entorno cultural inserción y Ia forzosa en un medio 
cultural diferente en condiciones de inferioridad. 

7. Por 10 anterior resolvió ordenar a Ia comunidad acoger de nuevo a1 
expulsado y tomar "otra decisión" con apego a Ia Constitución y que 
no afecte a Ia familia de1 inculpado. Ordenó vigilar e1 cumplimiento y 
en su caso definir una sanción contra Ia comunidad por 
incumplimiento de sentencia. 

Las sentencias más conocidas de Ia Corte Constitucional están juzgando a 
Ia comunidad en ausencia y prevalecen Ias valoraciones propias de1 orden 
constitucional tradicional. En ninguna de Ias fases de1 proceso con sus 
diversas instancias, Ia comunidad h e  escuchada, su voz fue sustituida por 
e1 perito antropólogo que valora e1 dano cultural para e1 individuo 
sancionado y nunca se planteó que e1 bien jurídico que pretende 
proteger Ia comunidad era legítimo en tanto Ia conducta antisocial de1 
acusado vulneraba intereses fundamentales para su subsistencia. iCuáles 
son Ias implicaciones de reconocer Ia jurisdicción a 10s pueblos 
indígenas?, a1 parecer siguen sujetos a Ia situación de hecho, es decir Ia 
voluntaria aceptación interna de Ias resoluciones comunitarias. Llama Ia 
atención que en e1 medio colombiano, abogados y antropólogos citan 
este caso reiteradamente y ninguno conoce e1 desenlace; icómo 
reaccionó Ia comunidad? 

iSon éstas Ias aspiraciones de 10s pueblos indígenas? E1 senador indígena 
Gabriel Muyuy se preguntaba preocupado "ino habremos equivocado Ia 
metodología, aprobamos unas normas que ahora que vamos a explicadas 
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a Ias comunidades dicen que no quieren eso?"" iQué jurisdicción 
indígena sobre problemas sustantivos se puede ejercer con Ia limitante de 
que no sea contraria a Ia Constitución v Leyes de Ia República como 
senala e1 artículo 246? 

Recuento Boliviano 
Siguiendo muy de cerca Ia influencia colombiana, en 1994, fue reformada 
Ia Constitución para establecer entre otros reconocimientos e1 siguiente: 

"Las autoridades naturales de Ias comunidades indígenas y campesinas 
podrán ejercer funciones de administración y aplicación de normas 
propias como solución alternativa de conflictos. en conformidad a sus 
costumbres y procedimientos, siempre que no sean contrarias a esta 
Constitución y Ias leyes. La ley compatibilizará estas funciones con Ias 
atribuciones de 10s Poderes de1 Estado" (art. 171 fr.111). 

En América Latina ha sido muy limitado e1 proceso de reglarnentación de 
Ias nuevas normas constitucionales en esta materia, en Bolivia han 
elaborado un anteproyecto de nuevo código de procedimiento penal, 
que incluye disposiciones sobre e1 tema, criterio que parece correcto para 
evitar que Ias normas indígenas se consignen en legislaciones separadas 
o especiales, he ra  de  Ia dinámica de1 orden jurídico nacional. 

1. E1 anteproyecto senala cn sus considerandos: 
En concordancia con la reforma constitucional. se reconoce a Ias comunidades 
indígenas Ia voluntaria sujeción a su derecho consuetudinario sin más limitaciones 
que Ias estableciclas en Ia Constitución Política clcl Estado en resguardo de 10s 
clerechos humanos funcl:imentales y para 10s casos en que debe intervenir Ia justicia 
penal se han establecitlo normas que permiten un juzgamiento acorde con Ia realidad 
cultural de1 imputado. 

2. En e1 Título XII: Procedimientos para delitos relacionados con pueblos 
indígenas se establece Ia opción de jurisdicción para atenerse a estos 
procedimientos o bien para que e1 indígena decida si prefiere e1 
procedimiento común. Asimismo, establece que: para Ia etapa 
preparatoria se deberá contar con un consultor técnico especializado y 
con informes periciales de tipo cultural, Ia posibilidad de que se 
definan Ias modalidades de  reparación de1 dano o Ias penas 
alternativas se cumplan con medidas acordes a Ia cultura, siempre que 
no atenten contra derechos fundamentales, facultándose a1 
representante legal de  Ias comunidades con ayuda de un perito, para 
que presenten propuestas. 

3. En dicho título XII. Art. 36 se dispone: 

21. Gabriel Muyuy, Senador Indígena, opinión exprrsada en el Seminario Internacional de 
Expertos sobre el régimen constitucional Indígena. Villa de Leyva, Colombia, julio de 
1995. 



Comunidades indígenas. Tambih se extinguirá Ia acción penal cuando se trate de 
delitos o faltas que afecten bienes jurídicos propios de una comunidad indígena o 
bienes personales de alguno de sus miembros y tanto e1 imputado como Ia víctima o 
en su caso, sus familiares, acepten e1 modo como Ia comunidad ha resuelto e1 
conflicto conforme a su propio tlerecho consuetudinario. 

En estos casos, cualquier miembro de Ia comunidad indígena podrá 
solicitar se declare Ia extinción de la acción penal ante a1 juez. 

E1 juez convocará a Ia víctima o a sus familiares, a1 imputado, a1 fiscal y 
a 10s representantes legales de Ia comunidad o ,  cuando ellos no hayan 
sido nombrados, a seis miembros de Ia comunidad elegidos por Ia 
víctima y e1 imputado, a una audiencia oral dentro de 10s tres días de  
presentada Ia solicitud, con e1 fin de verificar si se reúnen 10s requisitos 
previstos en este artículo y en Ia Constitución Política de1 Estado". 

4. Si Ias partes Ilegan a un acuerdo en audiencia conciliatoria, e1 juez 
homologará y suspenderá e1 procedimiento, de no ser así, se sigue e1 
procedimiento común para todos 10s juicios. 

5. En todos los casos e1 tribunal se integrará por un juez técnico y dos 
jurados provenientes de  Ia comunidad afectada. Si e1 conflicto 
comprende a dos comunidades o etnias se sorteará un jurado por cada 
una de  ellas. 

COMENTARIO 

Parece insuficiente referir Ia ratificación a Ia jurisdicción indígena en unos 
considerandos en materia penal y hacerlo precisamente ahí y n o  en Ias 
normas legales. cuando c1 texto constitucional abre a una materia 
propiamente comunitaria, de cualquicr forma son intentos positivos en 
este complejo proceso de juridicidad. 

Recuento Ecuatoriano 
En e1 Ecuador hay un débil marco constitucional en la materia, es 
eminentemente culturalista. rcconocimiento a lenguas y educación, con 
ciertos avances a nivel de  Ia Iegislación agraria. N o  existe normatividad 
respecto a jurisdiccicin indígena, así tenemos a Ia vista una sentencia cuyo 
origen h e  un juicio comunitario en Ia comunidad de Atandahua, 
parroquia Guanujo. Cantón Guaranda. Provincia Bolívar. Al presentarse 
como causa común, e1 Juzgado Segundo Iknal io  tradujo a un simple 
proceso penal donde 1;i autoridad tradicional h e  sentenciada en  estos 
términos: 

por andar administrancio lusticia cn nombre de Ia Repíhlica. asumió e1 rol investigatorio 
que supwa Ia.. atrib~icioiic~ dadas a Ias coinunidatlcs iiidígenas que lainentablemente 
tratan de hacerse lusticia por sus propios inedios y proceditniento~. constituyendo con 
ello un peligro permanente p:ii';i nucstra societlad.. . se considera culpalde de asalto por 
una pandilla cncabeza por Segundo Antonio Muyulema de 6 3  anos y se configura e1 
(lelito de prision ;irhitrari;i en contra de Cannen Eliza (:arbaj;il y s r  impone 3 anos tle 
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reclusión menor que se conmura por un afio de prisión correccional (Exp. 170, 22 de 
febrero de 1994. Bolívar. Ecuador). 

Recuento Mexicano 
Hasta Ia década pasada, Ia legislación mexicana reflejaba e1 principio de 
igualdad jurídica contenido en Ia Constitución General. De esta manera 
cuando 10s indígenas entraban en contacto con Ias leyes nacionales podía 
observarse Ia rotunda contradicción entre sus valores, su cultura y lo que 
buscaba proteger dicho orden jurídico: si se trata de asuntos de tierras, 
10s pueblos indígenas se han visto sometidos a arbitrarias demarcaciones 
de sus Iímites territoriales, a despojos que han provocado Ia desarticu- 
lación de sus estructuras tradicionales. Recordemos que la tierra es e1 
espacio que alberga sus creencias, costumbres y tradiciones, es e1 
sustento de su visión de1 mundo, es, en síntesis. e1 asiento fundamental 
de su cultura. 

En 10s contlictos de orden penal hasta fechas muy recientes se le 
procesaba en un idioma que no entienden y sobre hechos que en su 
comunidad suelen tener otra valoración. Actualmente se cuenta con 
nuevos elementos procesales como Ia posibilidad de1 traductor o de1 
peritaje cultural. sin embargo aún no se aplica suficientemente en Ia 
práctica judicial. 

La aplicación de Ias nuevus disposiciones pendes respecto a Ia traducción 
en lengua indígena, a1 pcritaje cultural y a Ia obligación de considerar 
usos y costumbres ha presentado una serie de problemas. Destaca en 
primer lugar Ia posición de Ias  instancias de autoridad encargadas de  
procurar y administrar justicia, no se han plantado que así como tienen 
sus peritos en balística, se deben allegar personal que conozca Ias lenguas 
y Ias culturas indígenas Por otra parte, ya en Ia práctica de Ia defensoría 
se ha observado que rcsulta muy difícil para e1 traductor indígena asumir 
una actitud de "objetividad c imparcialidad" acerca de1 contenido de1 
conflicto que se está juzgando, en realidad realiza una traducción de 
cultura. Los linderos entre Ia traducción. Ia interpretación y Ia defensa no 
aparccen claros a Ia vista de un indígena que comparte con e1 procesado 
toda una historia de marginación y violencia, cicrcida por todo aquello 
que se Ilame autoridad externa a sus comunidades. Aquí se hace presente 
Ia experiencia común a los indígenas en Ia resolución de conflictos a 
partir de Ia conciliación. Por e110 es ilustrativa Ia reflexión que por escrito 
hiciera un traductor indígena después de asistir a una audiencia: "Pido a1 
Juez que antes de Ia hora citada, asegurarlos a ambos si están dispuestos 
a perdonarse los unos a los otros. porque depende de ellos Ia solución. 
Una vez que diga sí, levantar una acta a nombre de 10s rivales y 
archivarlos. Si Ilega a faltar cualquiera de 10s dos gmpos buscar un 
castigo, prcsionarlos cnseguida hasta que se cumpla, pero conforme a Ia 
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ley, solamente así va a respetarse a sus gentes y que 10s respeten también 
a ella".22 Como vemos, esta propuesta ya está considerada en e1 antepro- 
yecto boliviano. 

E1 traductor requiere una amplia capacitación jurídica y con frecuencia se 
presentan deficiencias en e1 manejo de Ia lengua. En muchas ocasiones 
detrás de Ias variantes linguísticas se encuentran niveles serios de  
desconocimiento. 

En e1 caso de1 peritaje, no se ha logrado especificar e1 uso de  este medio 
de  prueba para aquellos casos donde 10s hechos presuntamente 
constitutivos de delito se han realizado bajo Ia influencia de1 factor 
cultural. Hasta ahora el peritaje se ha minimizado a1 tomar10 como Ia 
prueba o constancia de que un sujeto es indígena o en otros casos se 
convierte en un largo discurso antropológico sobre 10 que históricamente 
ha sido e1 pueblo a1 que pertenece e1 acusado, sin referencia a 10s hechos 
que se están juzgando. 

La Ley establece Ia posibilidad de ofrecer e1 peritaje práctico por parte de  
una autoridad tradicional. Esta modalidad no  ha sido utilizada, 
generalmente e1 procesatlo ya perdi6 e1 vínculo con su comunidad que en 
ocasiones expulsa a sus miembros mediante su entrega a Ia autoridad 
judicial. 

Los jueces continúan sentenciando indígenas siri Iiacer referencia a los 
usos y costumbres y cuando 10 hacen, pueden caer en un folklorismo 
jurídico a1 citar "costumbres" he ra  de  contexto. 

A este respecto es necesario senalar que e1 capítulo de1 Convenio 169 que 
aborda e1 tema, lo hace desde e1 punto de  vista de esta segunda situación, 
es decir sugiere normas posibles para hacer más efectivo e1 acceso de  10s 
indígenas a Ia iurisdicción de1 Estado. senala que deberán tomarse en 
consideración Ias costumbres o que deberán preferirse 10s mecanismos 
de sanción propios de Ias comunidades entre otras consideraciones, peco 
no asume que un Estado de  derecho moderno debería incluir a toda 
implicación Ia posibilidad de  otorgar iurisdiccion a 10s pueblos indígenas 
desde Ia base, desde e1 nivel comunitario. 

Este panorama nos muestra Ia tendencia normativa que establece 
"derechos" cuyo ejercicio saca a Ia comunidad de  su dinámica, les impone 
una visión jurídica que les es ajena y, sobre todo, le obliga a utilizar 
servicios especializados de  intermediarios profesionales con 10s que en 
general no cuenta. Para concluir este recuento se anota que Ia adición al 
artículo cuarto constitucional, posterior a Ias reformas penales y a Ia 
ratificación de1 Convenio 169. no aporta nuevos elementos h e r a  de 

22. Declaraci6n d e  Ilalacl Floic* Mcjia. traductor inclígeii;i tricpi. radicatlo c n  c1 Distrito 
Federal 
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sugerir que Ia ley garantice e1 efectivo acceso de 10s pueblos indígenas a 
Ia jurisdicción de1 Estado y que en 10s juicios y procedimientos agrarios 
se "tomarán en cuenta" sus prácticas y costumbres jurídicas. 

Perspectiva 
E1 gran reto es asumir que debemos cuestionar conceptos y principios 
que están en Ia base de nuestra cultura constitucional dominante. iCómo 
reconocer Ia libre determinación para unos sujetos colectivos Ilamados 
pueblos indígenas cuyos miembros son ciudadanos como todos y además 
reconocerles derechos colectivos relacionados con su identidad?, y ilas 
modalidades de participación política y de elección propias de 10s 
pueblos indígenas, si no es a partir de Ia pluralidad jurídica que deviene 
de Ia cultural?; icómo plantear que Ia educación debe ser intercultural, si 
no se transforma Ia concepción monocultural que prevalece en e1 artículo 
tercero constitucional?; iy e1 reconocimiento a Ias prácticas de medicina 
tradicional?; ino es e1 pluralismo jurídico un principio que debería 
reflejarse en Ias nuevas normas constitucionales y legales?; ivamos a 
considerar que 10s sistemas normativas de resolución de conflictos que se 
practican en 10s pueblos indígenas son parte de1 todo que comprende 
modalidades de autogobierno, normas propias y modificación de Ias 
mismas, prácticas y concepciones distintas en e1 ejercicio de Ia medicina, 
e1 desarrollo sustentable, en Ia cosmovisión, Ia organización social y 
política entre otras?; o ipretendemos reducirlos a Ias tareas de concilia- 
ción cotidiana sobre e1 robo de Ia gallina? 

E1 reconocimiento a 10s pueblos indígenas implica otorgarles un estatus 
de derecho público como entidades políticas con derechos colectivos 
diferentes a 10s que están destinados a ejercerse por 10s individuos, por 
10 tanto e1 principio de generalidad de Ia ley no puede tener aplicación. 
Igual sucede con e1 concepto de soberanía que en e1 sentido tradicional. 
clásico, se refiere a Ia soberanía externa, frente a otros países, y que en e1 
caso de 10s pueblos indígenas implicaría territorialidad, espacio donde se 
ejerce e1 poder político. Ia libre determinación. E1 propio caso de Ias 
jurisdicciones hasta ahora reconocidas en otros países, no pueden 
valorarse con Ia lógica de 10s principios constitucionales tal y como están 
porque resultamos dando implicación de derecho privado, de justicia 
entre particulares, a un asunto que debe ubicarse en e1 derecho público, 
en e1 nuevo derecho constitucional de Ia pluriculturalidad. La 
complejidad de1 problema se allana en parte si empezamos por asumir 
que 10s Ilamados principios jurídicos fundamentales de1 Estado deben 
transformarse. 

Su reconocimiento y rcgulación en apego a1 principio de pluralismo 
jurídico deberia reflejarse en Ia Constitución General en primer lugar y 
Ias diversas legislaciones específicas. federales, estatales y municipales, 
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ofrecerían garantías y posibilidndes de ejercicio, flexibles y abiertas, que 
permitieran su adaptación a Ias características de dichos pueblos en Ias 
entidades federativas donde están asentados, y que propicien su creciente 
participación política en 10s diversos niveles y ámbitos de gobierno. No 
existen por tanto soluciones uniformes; pretender10 sería una primera 
violación a Ia pluriculturalidad. 

iCuál es e1 horizonte de Ia pluriculturalidad cuando se está planteando 
"armonizar" Ias nuevas normas no só10 con Ias Cartas fundamentales sino 
con sus reglamentaciones? La armonización debería ser tarea de 
legislación secundaria, a Ias Constituciones Nacionales les corresponde 
reformarse para dar entrada a Ia diversidad cultural que no han logrado 
someter a Ia camisa de fuerza de Ia homogeneidad y a1 estereotipo de que 
e1 individuo y no 10s pueblos es Ia unidad fundamental de1 sujeto de 
derecho. 

Habría que ver, en este contexto, Ias reacciones de 10s Estados miembros 
de Ia OEA. En su Asamblea de 1997 se acordó que "e1 Comité Jurídico 
Interamericano y e1 Instituto Indigenista Interamericano, teniendo en 
cuenta Ias observaciones y recomendaciones que presenten 10s gobiernos 
de 10s estados miembros, se sirvan transmitir a1 Consejo Permanente sus 
comentarios a1 proyecto ya ~itado".~' A Ia fecha países como Argentina, 
Brasil, Canadá, Colombia, Estados Unidos, México y e1 propio Instituto 
Indigenista Interamericano Ias han presentado. Por e1 perfil de Ias 
mismas, es de prever, y de temer, que seguirán Ia estrategia mexicana 
contra 10s Acuerdos de San Andrés: donde a nombre de1 derecho y e1 
orden jurídico se niegue, distorsione o trivialice e1 Derecho a 10s Pueblos 
Indígenas de América Latina. 

23. (CP/doc. 2878B7 corr.1). OWSer.F?AG/doc.348/97, 23 de mayo 1997. Original: espaíiol. 
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